
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL / ELEMENTOS: HECHO, DAÑO, CULPA Y NEXO CAUSAL / EL DAÑO DEBE SER CIERTO Y NO MERAMENTE HIPOTÉTICO / PRESUNTO DESCONOCIMIENTO DE UNA MEDIDA CAUTELAR.
… la demanda gira en torno a una responsabilidad extracontractual que se le atribuye a Alianza Valores Comisionista de Bolsa S.A., al haberse sustraído de la obligación que le imponía el oficio recibido del Juzgado 9 de Familia de Medellín, mediante el cual se comunicó el secuestro de los dineros que el señor José Iván Rodríguez Guerra tenía depositados allí, de ponerlos a órdenes de ese despacho judicial. 

En su lugar, dice el libelo, atendió otra medida similar decretada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín, que trajo como consecuencia que se depositara la suma de $113’958.677,oo, sin tener la precaución de informarle a este despacho judicial que ya existía una medida cautelar anterior. (…)
Por sabido se tiene que quien causa un daño a otro debe resarcirlo, según señala el artículo 2341 del Código Civil, siempre que se demuestre, y esa es carga de quien invoca la responsabilidad, que hubo el hecho, que medió culpa del agente, que hubo un daño y que entre aquella y este existió un nexo causal; y si fuera de tipo contractual, también el negocio jurídico de donde deriva. (…)
En orden lógico, corresponde a la Sala referirse primero al daño, si se tiene en cuenta que la responsabilidad civil tiene cimiento, precisamente, en su causación; por ello doctrina y jurisprudencia, incluso de vieja data, sostienen, por un lado, que es preciso que el demandante haya sufrido un daño, pues el solo comportamiento culposo del agente es insuficiente para que se dé la responsabilidad...
… en la inexistencia del daño acertó el juzgado, en la medida en que para su resarcimiento el mismo debe ser cierto  y no meramente hipotético. Y en este caso, lo que aduce el demandante es que se le cercenó la posibilidad de discutir la validez de la deuda que su declarado padre tenía con la señora Cruz Edilma Valencia Valencia, lo cual se le hubiera facilitado de haber tenido los dineros a su disposición, producto de la medida cautelar que se había ordenado. 

Ello, por supuesto, no es así. Por una parte, está claro que ante un Juez de la República cursaba un proceso ejecutivo contra los herederos de José Iván Rodríguez Guerra; se trataba de una deuda de la herencia, como el mismo recurrente lo señala en su escrito de impugnación. Así que, si la suma de dinero que se puso a disposición del Juzgado Primero Civil del Circuito sirvió para saldarla, en la calidad que pregona de heredero universal lo que se hizo fue alivianar su carga, pues, en todo caso, hubiera tenido que asumirla.
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A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso…
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            SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA
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Pereira, febrero dieciocho de dos mil veinte
Expediente 05001 31 03 017 2012 00662 01 
Acta No. 51 de febrero 18 de 2020  
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, prorrogado por el Acuerdo PCSJA19-11445, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el demandante, contra la sentencia del 15 de octubre de 2014, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, en el proceso ordinario que adelanta José David Rodríguez Fernández contra  Alianza Valores Comisionista de Bolsa S.A 
1.
ANTECEDENTES

1.1.
Hechos.

Narra la demanda que el señor José David Rodríguez Fernández inicio un proceso de filiación extramatrimonial con petición de herencia radicado bajo el número 2006-00736, que terminó con sentencia favorable a las pretensiones del demandante, con derecho a intervenir como heredero legitimario en la sucesión de José Iván Rodríguez Guerra. 

Dentro del mismo trámite, el Juzgado Noveno de Familia de Medellín, mediante oficio 556 del 26 de septiembre de 2006, le comunicó a la compañía Alianza Valores Comisionistas de Bolsa S.A. el embargo de los dineros que José Iván Rodríguez Guerra tenía depositados en dicha entidad y le ordenó depositarlos a órdenes del juzgado, pero omitió su cumplimiento y manifestó que el señor Rodríguez Guerra no contaba con dineros disponibles en pesos colombianos; explicó que tenía inversiones en dólares en la república de Colombia por un valor nominal de US$49.000 y un saldo en cartera de US$3.977 dólares, y que para disponer de esos dineros en pesos colombianos debían venderse dichos títulos. 
Por su parte, el Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín dentro del proceso ejecutivo singular adelantado por la señora Cruz Edilma Valencia contra los herederos determinados e indeterminados del causante José Iván Rodríguez Guerra, radicado al número 2006-00531, decretó el embargo preventivo del crédito que tenía el señor José Iván Rodríguez Guerra en la compañía Alianza de Valores, comunicado con el oficio 314 el 23 de marzo de 2007 que tuvo como respuesta la consignación de $113.958.677,oo, producto de la venta de las acciones. 

Por lo anterior, afirma el accionante, puede deducirse rápidamente que la compañía no tenía por qué hacer efectivo el segundo oficio el cual era remitido por el Juzgado 1º Civil del Circuito cuando ya mediaba una orden del Juzgado 9º de Familia, lo cual le causó perjuicios. 
1.2.
Pretensiones.

Con fundamento en lo anterior se pidió (i) declarar que la compañía Alianza Valores Comisionistas de Bolsa S.A, sin motivo legalmente plausible, desatendió la orden judicial impartida por el Juzgado Noveno de Familia de Medellín; (ii) declarar que la compañía conoció la orden de embargo de los bienes (dinero) decretada por el Juzgado Noveno de Familia de Medellín y procedió a depositar dichos dineros a órdenes del Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín sin hacer las prevenciones de que trata el oficio 314 del 23  de marzo de 2007; (iii) como consecuencia de lo anterior, se condene a la demandada a pagar al demandante el monto correspondiente a los dineros que se encontraban en su poder al momento de la comunicación de la medida cautelar por parte del aludido juzgado; (iv) al pago de la indemnización por perjuicios desde el momento que se omitió la orden del juez hasta que sea cancelada la totalidad de los dineros, (v) a pagar la multa de que trata el artículo 681 del Código de Procedimiento Civil; y (vi) condenar en costar a la parte accionada. 
1.3.
Admisión y traslado. 

La demanda fue admitida, luego de algunas precisiones formales,  con auto del 13 de septiembre del 2012. 
Enterada la demandada, se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y planteó como excepciones las que nominó (i) cumplimiento de las órdenes judiciales – diligencia y cuidado, (ii) inexistencia del daño; y (iii) hecho exclusivo del demandante.
En síntesis, manifiesta la accionada que obró conforme a las disposiciones legales, toda vez que la orden del Juzgado Noveno de Familia de Medellín iba encaminada al secuestro de dineros que no existían depositados para la fecha, a diferencia de la orden del Juzgado Primero Civil del Circuito, pues esta iba dirigida a los créditos a su cargo.

Surtido el traslado de las excepciones, se decretaron y practicaron las pruebas en la medida de colaboración de las partes; luego se permitió alegar de conclusión, oportunidad que ambas partes utilizaron para ratificar sus posiciones. 

1.4.
Sentencia de primera instancia y apelación. 

Fue proferida el 15 de octubre de 2014 y en ella se declararon probadas las excepciones denominadas cumplimiento de las órdenes judiciales, diligencia y cuidado e inexistencia del daño, propuestas por la demandada; desestimó las pretensiones incoadas por el demandante y lo condenó en costas. 
     
Apeló la parte demandante y sustentó en segunda instancia. 
Replicó la parte demandada.
2.
CONSIDERACIONES
  
2.1. 
Los presupuestos procesales concurren todos y no se advierte causal que haga írrito lo actuado, por lo que la decisión será de fondo. 

  
2.2.
Las partes están legitimadas por activa y pasiva, pues se le imputa a la sociedad Alianza Valores Comisionista de Bolsa S.A. responsabilidad por haber omitido poner a disposición del proceso de filiación en el que el señor José David Rodríguez Fernández fue demandante unos valores, producto de un secuestro decretado por el Juzgado 9 de Familia de Medellín. 

  
2.3.
Como se anticipó, la demanda gira en torno a una responsabilidad extracontractual que se le atribuye a Alianza Valores Comisionista de Bolsa S.A., al haberse sustraído de la obligación que le imponía el oficio recibido del Juzgado 9 de Familia de Medellín, mediante el cual se comunicó el secuestro de los dineros que el señor José Iván Rodríguez Guerra tenía depositados allí, de ponerlos a órdenes de ese despacho judicial. 

  
En su lugar, dice el libelo, atendió otra medida similar decretada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín, que trajo como consecuencia que se depositara la suma de $113’958.677,oo, sin tener la precaución de informarle a este despacho judicial que ya existía una medida cautelar anterior. 
  
En resumen, la sentencia señala que hubo una diferencia ostensible en los oficios objeto de discusión, ya que el Juzgado Noveno de Familia de Medellín pretendió el secuestro de los dineros depositados a favor del señor José Iván Rodríguez Guerra, en tanto que el Primero Civil del Circuito fue enfático en ordenar el “embargo” de los créditos que tuviese el causante, por lo que puede evidenciarse que actuó con cuidado y diligencia, nunca incurrió en omisión o extralimitación, contrario a la parte interesada que nunca solicitó al despacho ajustar el oficio que daba cuenta de la medida. 

Apeló la parte demandante, que insiste en lo siguiente: 

a)
La conducta de la accionada fue negligente y descuidada, pues desatendió, sin justificación legal, la orden judicial y era ella la encargada de indagar más sobre la misma.

b)
No debió proceder ante el oficio del proceso ejecutivo sin antes verificar lo que había sucedido con el proceso del Juzgado Noveno de Familia.

c)
Como no lo hizo, al demandante se le impidió salvaguardar la suma de $113’958.677,oo) que pertenecían a la masa sucesoral de Rodríguez Guerra, cuyo único heredero universal era él; y si bien se trataba de una deuda del causante que tuviera que haber asumido, se le cercenó la posibilidad de defenderse en el proceso ejecutivo, concretamente oponiéndose al “secuestro”  de los bienes en los términos del artículo 686 del C.P.C. en la medida en que el ejecutante en ese asunto hubiera tenido que proceder al embargo de los derechos herenciales en el proceso de filiación. Además, la vigencia de la medida cautelar en el proceso de filiación, hubiera servido de incentivo para adelantar acciones judiciales como la tutela, el recurso de revisión, la simulación, pues siempre ha estimado que el título presentado para el cobro carecía de veracidad. 

Replicó la parte demandada y reiteró que Alianza Valores S.A. obró de conformidad con las órdenes recibidas por los despachos judiciales; no estaba obligada a verificar la supuesta vigencia de la medida decretada por el Juzgado Noveno de Familia, y el pago de una deuda del causante no puede considerarse como un perjuicio para los herederos.

  
2.4. 
Por sabido se tiene que quien causa un daño a otro debe resarcirlo, según señala el artículo 2341 del Código Civil, siempre que se demuestre, y esa es carga de quien invoca la responsabilidad, que hubo el hecho, que medió culpa del agente, que hubo un daño y que entre aquella y este existió un nexo causal; y si fuera de tipo contractual, también el negocio jurídico de donde deriva. 
 
Recientemente, recordó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia SC4901-2019, del 13 de noviembre de tal año, con ponencia del Magistrado Luis Alonso Rico Puerta, que: 
La responsabilidad civil, que –acorde con el artículo 1494 del Código Civil– es fuente de obligaciones «a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona»,  ha sido tradicionalmente concebida en una dimensión dual, esto es, negocial y extranegocial.

Acorde con el precedente de esta Sala, 

«[l]a primera se estructura por la existencia de una relación jurídica preexistente entre las partes, es decir, cuando el menoscabo deviene de la inejecución o ejecución defectuosa o tardía de una obligación pactada en un contrato existente y válido. La segunda, a su vez, surge de incumplir el mandato legal y genérico, concerniente a no causar daño a otro, el cual, en nuestro sistema jurídico se halla previsto en el artículo 2341 del Código Civil. Su surgimiento se produce sin previo pacto y por virtud de un encuentro fortuito entre los relacionados con el daño, o en otros términos, de un hecho jurídico que puede ser una conducta punible (hecho jurídico humano voluntario ilícito) o un ilícito civil (hecho jurídico humano involuntario ilícito), al margen de un incumplimiento obligacional previo y vinculante» (CSJ SC1230-2018, 25 abr.).

Y aunque no pueden desconocerse las profundas diferencias existentes entre ambas vertientes de la responsabilidad civil, lo cierto es que esta, cualquiera sea su naturaleza, supone la presencia de (cuando menos) tres elementos concurrentes, a saber: (i) un comportamiento, activo u omisivo, del responsable; (ii) un daño padecido por la víctima; y, (iii) el necesario nexo de causalidad entre una y otra cosa.  

  
2.4.
En el caso de ahora, lo que se le imputa a la demandada Alianza Valores Comisionista de Bolsa S.A., es haber omitido el cumplimiento de una orden judicial, concretamente de una medida cautelar, lo que le causó perjuicios al demandante. 
  
Para lo que ha de resolverse, son relevantes estas situaciones: 
  
a.
Al admitir la demanda de filiación extramatrimonial que instauró Agudelo Fernández, ahora Rodríguez Fernández, el Juzgado Noveno de Familia de Medellín decretó la inscripción de la demanda y las medidas autorizadas por el artículo 690 del Código de Procedimiento Civil, solicitada por la parte accionante, aunque no dijo expresamente cuáles (f. 12, c. 1).
 
b.
En cumplimiento de esa providencia, el secretario del despacho emitió el oficio 556 del 26 de septiembre de 2006 (f. 29, c. 1), dirigido a la compañía demandada, que textualmente dice: 

“Me permito comunicarle que dentro de la demanda de la referencia, con auto de 25 de Septiembre/06, y de conformidad con el Art. 690, regla 1ª., literal b) del Código de P. Civil, se ordenó el secuestro de los dineros depositados a nombre del señor JOSE IVAN RODRÍGUEZ GUERRA, c.c. 8351935.

Los dineros secuestrados serán puestos a disposición del Juzgado en la cuenta de depósitos judiciales 050012033009 del Banco Agrario de Colombia y para la demanda de la referencia. 

Sírvase proceder de conformidad; se informará la suma a nombre del citado ciudadano, JOSE IVAN RODRÍGUEZ GUERRA” (sic).   

 
c.
El 20 de octubre del mismo año, David Rodríguez Restrepo, representante legal de la demandada, emitió la siguiente respuesta (f. 30, c. 1): 

En respuesta a su comunicación del día 26 de septiembre de 2006 quiero comunicarle que el señor Jose Ivan Rodriguez Guerra (sic) con C.C. 8351935 no cuenta con dineros disponibles en pesos colombianos según su comunicación. 
Quiero aclarar que el señor Jose Ivan Rodriguez Guerra (sic) cuenta con inversiones en dólares en títulos valores de la República de Colombia por valor Nominal dse us$49,000 y un saldo en cartera en us$3,977.13 dólares. Para el efecto de disponer de estos dineros en pesos Colombianos se requiere la venta del título valor y la monetización de la venta y el saldo en cartera, para lo cual solicito su aclaración y forma de proceder de conformidad con su comunicación del día 26 de septiembre. 
 
d.
El 23 de marzo de 2007 (f. 31, c. 1), el Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín, dentro del proceso ejecutivo que allí adelantaba Cruz Edilma Valencia Valencia contra los sucesores de José Iván Rodríguez Guerra, le informó al gerente pagador de Alianza Valores Comisionista de Bolsa que mediante auto del 14 de marzo de ese año, el despacho dispuso: 

  
Decretar el embargo preventivo del crédito que los acá demandados tienen en la compañía ALIANZA DE VALORES COMISIONISTA DE BOLSA. 

 
Para tal efecto se ordena oficiar al señor pagador de la antes citada, a fin de que se sirvan hacer el pago a órdenes del juzgado, en la cuenta de depósitos judiciales del BANCO AGRARIO, y para que dentro de los tres (3) días siguientes al recibo del oficio, informen bajo juramento que se considera prestado con la firma del escrito, acerca de la existencia del crédito, de cuándo se hace exigible, de su valor, de cualquier embargo que con anterioridad se les hubiese comunicado, y si se le notificó antes alguna cesión o si la aceptó, con indicación del nombre del cesionario y la fecha de aquella, so pena de responder por el correspondiente pago y de incurrir en multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales, de todo lo cual se le prevendrá en el oficio, art, 681 Nral 4° del C. de P. Civil. 
 
e.
Tal comunicado tuvo como respuesta, el 25 de abril de 2007, que: 

  
Al respecto queremos informarle que con el propósito de atender el citado comunicado, en el día de mañana procedemos a efectuar la venta de los títulos del causante los cuales por tratarse de bonos en moneda extranjera su monetización se hará efectiva al cuarto día hábil de la negociación según los formatos establecidos a nivel internacional. 

  
Con base en lo anterior estaremos efectuando la correspondiente consignación en el Banco Agrario el próximo martes 2 de mayo del presente año.
 
f.
Luego, la entidad demandada, con oficio del 24 de abril, recibido en el juzgado el 7 de mayo (f. 32, c. 1), informó sobre la consignación por valor de $113’958.677, producto de la venta de las divisas que se encontraban a nombre del señor José Iván Rodríguez Guerra. 
 
2.5.
Como viene de verse, el Juzgado negó las pretensiones por cuanto no halló culpa alguna en la demandada y, adicionalmente, el daño reclamado no se produjo. Ambas cosas son materia de discusión por el recurrente. 

  
2.6. 
En orden lógico, corresponde a la Sala referirse primero al daño, si se tiene en cuenta que la responsabilidad civil tiene cimiento, precisamente, en su causación; por ello doctrina
 y jurisprudencia, incluso de vieja data
, sostienen, por un lado, que es preciso que el demandante haya sufrido un daño, pues el solo comportamiento culposo del agente es insuficiente para que se dé la responsabilidad; y por el otro, que en el tratamiento de la misma, el daño es elemento primordial, sin el cual no podría darse aquella, pues resultaría infructuosa cualquier acción indemnizatoria. 
  
En realidad, en la inexistencia del daño acertó el juzgado, en la medida en que para su resarcimiento el mismo debe ser cierto
 y no meramente hipotético. Y en este caso, lo que aduce el demandante es que se le cercenó la posibilidad de discutir la validez de la deuda que su declarado padre tenía con la señora Cruz Edilma Valencia Valencia, lo cual se le hubiera facilitado de haber tenido los dineros a su disposición, producto de la medida cautelar que se había ordenado. 

  
Ello, por supuesto, no es así. Por una parte, está claro que ante un Juez de la República cursaba un proceso ejecutivo contra los herederos de José Iván Rodríguez Guerra; se trataba de una deuda de la herencia, como el mismo recurrente lo señala en su escrito de impugnación. Así que, si la suma de dinero que se puso a disposición del Juzgado Primero Civil del Circuito sirvió para saldarla, en la calidad que pregona de heredero universal lo que se hizo fue alivianar su carga, pues, en todo caso, hubiera tenido que asumirla. 
 
Y por la otra, si lo que discute es que la deuda era inexistente, o que el negocio causal fue simulado, o que en el proceso que se surtió ante el Juzgado Primero Civil del Circuito pudo incurrirse en una causal de revisión, e incluso si se le hubieran cercenado garantías fundamentales, tenía a su haber las acciones civiles, procesales o constitucionales suficientes para dilucidar la cuestión, producto de las cuales hubiera podido, en caso de demostrar que le asistía razón, recuperar la suma de dinero que se le entregó a la acreedora. Pero está visto que nunca procuró las acciones tendientes a ello y para ello no era menester que la medida cautelar se hubiera cristalizado. 

  
En consecuencia, el daño que dice que se le irrogó es una mera hipótesis suya que, como tal, no se resarce
. 

 
Esto sería suficiente para prohijar el fallo. 
  
2.7. 
Pero yendo más allá, para responder todas las críticas que se elevan contra el mismo, en lo que atañe a la culpa, se sabe que ella puede presentarse por imprudencia, negligencia o impericia del agente, ya por acción o por omisión; o bien, por el desconocimiento de reglas que se le imponen. La doctrina enseña que la imprudencia obedece a la temeridad o ligereza con que el sujeto realiza una conducta, sea porque no prevé sus efectos debiendo hacerlo, o porque a pesar de haberlos previsto confió en evitarlos; la negligencia es el descuido con que el agente realiza sus actividades; y la impericia surge de la falta de conocimientos con que se realiza la conducta
. 
 
El demandante señala que la sociedad demandada incurrió en la segunda de tales generantes de culpa, esto es, en negligencia o descuido, porque al recibir el oficio el Juzgado Noveno de Familia, ha debido proceder a poner a disposición del despacho los dineros secuestrados y, en todo caso, cuando recibió la comunicación el Juzgado Primero Civil del Circuito, le correspondía informarle a su titular que ya estaba vigente otra medida.
  
La Sala, sin embargo, se identifica con el análisis que se hizo en primera instancia, por varias razones: 

  
La primera, que, contrario a lo que se aduce en la demanda y en el recurso, las medidas cautelares presentaban una notoria diferencia: en la que decretó el Juzgado Noveno de Familia, se dispuso el secuestro de los dineros depositados a nombre del señor José Iván Rodríguez Guerra en Alianza Valores Comisionista de Bolsa S.A., en tanto que la dispuesta por el Juzgado Primero Civil del Circuito aludía al crédito a favor del señor Rodríguez Guerra y a cargo de la misma entidad, que como se contestó, correspondían a bonos en moneda extranjera. Una y otra tenían un tratamiento diferente, si se leen los numerales 4, 6 y 11 del artículo 681 del estatuto procesal civil, vigente para cuando se ordenaron. 
  
La segunda, que la sociedad demandada no hizo caso omiso a la medida; de hecho, le informó al Juzgado Noveno que allí no había dineros depositados a favor del señor Rodríguez Guerra; pero cumpliendo con el deber que le incumbía, le hizo saber que existían unos títulos valores que sería menester vender y monetizar, en razón de lo cual le pidió que aclarara la medida y la forma en que debía procederse. Ello ocurrió, como está visto, el 20 de octubre de 2006. Así que no advierte la Sala en qué pudo consistir la negligencia o el descuido que se le atribuye a título de culpa, si lo que hizo fue alertar a los interesados acerca de que la medida tenía que recaer sobre lo que verdaderamente existía a favor de Rodríguez.   

  
Sin embargo, se quedó a la espera de cualquier nueva solicitud de ese despacho, pues ni de oficio, ni por petición del demandante en el proceso de filiación, que lo es también aquí, se procuró que la medida se perfeccionara sobre los bonos para que, previa su venta, se llevaran los dineros a ese trámite. 

  
En tercer lugar, ante el silencio del Juzgado y del demandante por más de cinco meses, ya que el embargo dispuesto por el Juzgado Primero Civil del Circuito se comunicó en marzo de 2007, dado que el secuestro de dineros no produjo frutos, nada se oponía a que aquel surtiera efectos, en cuanto, como explicó la entidad, existía realmente un crédito a favor del señor Rodríguez, representado en los bonos y divisas, lo que condujo al acatamiento de la orden judicial, pues de no haberlo hecho, el gerente asumiría la responsabilidad del pago, según se le había prevenido. 
  
Por último, y siguiendo este derrotero, mal hubiera estado que la sociedad demandada le informara al Juzgado Primero Civil del Circuito que ya existía una medida cautelar y que estaba vigente, cuando ello no era así, porque, según se ha explicado, ningún dinero había a favor del causante, lo que existían eran unos bonos y estos nunca fueron objeto de embargo por cuenta del Juzgado Noveno de Familia. La omisión, más bien, estuvo en este despacho judicial y en el mismo demandante que, a fuerza de insistir, nada hicieron por aclarar la situación una vez que la demandada respondió sobre el fracaso del secuestro de las sumas que se pretendían. 
  
De manera que también por este aspecto, el fallo tendría que ser confirmado, ya que decae, en relación con los mentados elementos axiales de la responsabilidad, el hecho culposo que se le endilga a la demandada. 
  
2.8. 
Ante este panorama, como no se lograron demostrar los supuestos sobre los que descansa la responsabilidad civil, era innecesario resolver las excepciones propuestas; por ello, se revocará el ordinal primero del fallo. 

 
En lo demás, se confirmará. 





2.8. 
Las costas de segunda instancia serán a cargo de la parte demandante y a favor de la demandada. Las mismas se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del nuevo estatuto procesal civil, esto es, de manera concentrada, ante el juez de primer grado, por cuanto debe entenderse que a partir de esta decisión, en los términos del artículo 625 del CGP, este proceso hará tránsito a la nueva regulación procesal. 

   
Para tal fin, se fijarán en auto separado las agencias en derecho que correspondan. 
   
3.
DECISIÓN
Por  las razones expuestas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, en el proceso ordinario que adelanta José David Rodríguez Fernández contra  Alianza Valores Comisionista de Bolsa S.A., con excepción del ordinal primero que se revoca.  

  



Las costas de segunda instancia serán a cargo del demandante y a favor de la demandada. Se liquidarán en primera sede, teniendo en cuenta las agencias en derecho que en auto separado se señalen. 

Notifíquese,

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Con salvamento parcial de voto

DUBERNEY GRISALES HERRERA
Pereira, febrero 18 de 2020
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Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo. 

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 
Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
, el 13 de diciembre de este último año
, el 6
, el 13
, y el 23 de agosto de este año
.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada
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